ACCIÓN DE TUTELA / COSA JUZGADA CONSTITUCIONAL - Configuración / AUSENCIA DE TEMERIDAD - Manifestación expresa de la interposición de otra demanda de tutela / CONVOCATORIA PÚBLICA PARA CONFORMAR TERNAS DE DIRECTOR SECCIONAL DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL
[E]n el presente asunto opera la cosa juzgada respecto del proceso adelantado por la Corte Suprema de Justicia con radicado núm. (...), toda vez que coexisten la identidad de partes de causa y objeto, además hay identidad de pretensiones y como ya se expuso en dicho proceso ya se profirió una decisión al respecto. (...) no es posible calificar la mala fe por parte del accionante, teniendo en cuenta que en la presente acción de tutela se manifestó en el acápite de declaración juramentada que obra a folio 3 reverso del escrito de tutela que “Bajo la gravedad del juramento declaro que he interpuesto tutela similar a la que estoy presentando, contra los accionantes arriba mencionados. Por motivos y circunstancias similares que se describen en el presente escrito de tutela, Art. 37 decreto 2591 del 91.” denotando con ello una falta de conciencia en relación con la configuración de la figura de la cosa juzgada en su caso. (...) La Sala considera que en el asunto bajo examen no puede calificase como temerario el actuar del [actor].

FUENTE FORMAL: CONSTITUCIÓN POLÍTICA - ARTÍCULO 86 / LEY 393 DE 1997 - ARTÍCULO 30 / LEY 1437 DE 2011 - ARTÍCULO 306 / DECRETO 2591 DE 1991 - ARTÍCULO 6 / DECRETO 2591 DE 1991 - ARTÍCULO 38 / DECRETO 1069 DE 2015 / DECRETO 1983 DE 2017 

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN QUINTA

Consejero ponente: ALBERTO YEPES BARREIRO

Bogotá, D.C., veintinueve (29) de noviembre de dos mil dieciocho (2018)

Radicación número: 11001-03-15-000-2018-03919-00(AC)
Actor: NERIO ALEXANDER BASTIDAS PADILLA

Demandado: RAMA JUDICIAL - CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL

Asunto: Fallo de primera instancia 

Decide la Sala la acción de tutela presentada por el señor Nerio Alexander Bastidas Padilla en contra de la Nación – Rama Judicial – Consejo Superior de la Judicatura – Dirección Ejecutiva de Administración de Judicial de conformidad con el Decreto 2591 de 1991.

1. 
ANTECEDENTES

1.1. Solicitud

Mediante escrito radicado el 18 de octubre de 2018, el señor Nerio Alexander Bastidas Padilla, ejerció acción de tutela contra la Nación – Rama Judicial – Consejo Superior de la Judicatura, con el fin de que se proteja su derecho fundamental al trabajo, igualdad y debido proceso.

Tales derechos los consideró vulnerados con la expedición del Acuerdo PCSJA18-11118 de 4 de octubre de 2018, por medio del cual el Consejo Superior de la Judicatura  “realiza una convocatoria pública para conformar ternas para los cargos de directores seccionales de administración judicial.” 

1.2. Hechos

La parte actora sustentó la solicitud de amparo en los siguientes hechos que, a juicio de la Sala, son relevantes para la decisión que se adoptará en esta sentencia:

· Mediante Acuerdo PCSJA18-11118 de 4 de octubre de 2018, se realizó la convocatoria pública para conformar ternas para los cargos de directores seccionales de administración judicial.

· En el artículo 7°, literal b) se manifestó que la formación académica para los aspirantes es de: Ciencias jurídicas, económicas, financieras o administrativas, así: 
“[…] b. Formación académica en ciencias jurídicas, económicas, financieras o administrativas, adicional al requisito mínimo exigido por la Ley Estatutaria. Se calificará hasta 20 puntos, de la siguiente manera: doctorado 10 puntos; maestría 6 puntos, especialización 4 puntos; grado en una profesión adicional pertinente para el desempeño del cargo 10 puntos. Estos puntos son acumulables hasta alcanzar el puntaje máximo; en todo caso no se calificará más de un doctorado, maestría, especialización o grado adicional. En caso de empate el Consejo Superior de la Judicatura optará por quien acredite una mayor experiencia, entre quienes hayan obtenido igual puntaje. De no presentarse más de 10 aspirantes para una determinada sede, la lista de preseleccionados se conformará con todos aquellos que acrediten los requisitos mínimos. Las listas de preseleccionados se publicarán por orden alfabético indicando los nombres y apellidos completos, el número de cedula de ciudadanía y el cargo al que aspiran, así como la dirección electrónica en la que se recibirán dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes, observaciones y apreciaciones no anónimas sobre los candidatos.”

· Afirmó que de acuerdo con la anterior disposición es claro que las personas que no cumplan con la formación de abogados no podrían aspirar a postularse para terna de director seccional de administración judicial.

· Agregó que los numerales 4° y 5° del mismo acuerdo manifiestan que todos los aspirantes a la terna deben inscribir su hoja de vida en el link dispuesto para tal fin y que las que no sean subidas a través de ese link no serán tenidas en cuenta para las postulaciones.

 Dichos numerales señalan: 

“ARTÍCULO 4.º Invitación Pública. El Consejo Superior de la Judicatura invitará públicamente a quienes reúnan los requisitos establecidos en la ley para ocupar el cargo de director(a) seccional de administración judicial para que dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a dicha publicación, postulen su nombre y alleguen su hoja vida con los soportes documentales que correspondan, a través del link dispuesto para ello en la página web de la Rama Judicial. La invitación se hará mediante aviso que se publicará en un periódico de amplia circulación nacional y, en la misma fecha, a través del sitio web de la Rama Judicial. El aviso incluirá́ la siguiente información: sedes, requisitos para el cargo, decretos en los que se fija la remuneración en el presente año y funciones del cargo. 

ARTÍCULO 5.º Postulación e inscripción. Los interesados deberán ingresar al link dispuesto para tal efecto en el portal web de la Rama Judicial (www.ramajudicial.gov.co), realizar la inscripción y diligenciar el formato de hoja de vida con todos los soportes correspondientes, según allí se establezca. Sólo se tendrán en cuenta las hojas de vida presentadas por esta vía.”

· Dijo que con base en lo anterior y lo visualizado en el formato único de hoja de vida dispuesto por la Rama Judicial, en la opción de experiencia laboral manifiesta:

“[…]

4. EXPERIENCIA LABORAL. Relacione en estricto orden cronológico y con fechas exactas, los cargos que haya desempeñado con posterioridad a la obtención del título de abogado en […]”

· Aclaró que el formato de hoja de vida para diligenciar es único para todas las seccionales, motivo por el cual se hace necesario la corrección del mismo antes de la fecha de cierre de postulación la cual es el 22 de octubre de 2018.

1.3. Fundamentos de la acción

La parte actora expresó que los artículos arriba mencionados vulneran los principios establecidos en el Acuerdo PCSJA18-11118, de 4 de octubre de 2018, tales como la igualdad, la moralidad, la eficacia, la economía, la imparcialidad, la transparencia, la celeridad y publicidad, los cuales han orientado las acciones dentro de la Rama Judicial y en virtud de su valor deben ser potenciados de manera que se continúe materializando la visión de meritocracia y modernización que tiene tanto el Consejo Superior de la Judicatura como la Dirección Ejecutiva de la Rama Judicial.

Lo anterior, en atención a que manifiesta que las personas que se quieran postular deben tener como formación académica: Ciencias jurídicas, económicas financieras o administrativas, pero en el diligenciamiento de la hoja de vida, único medio para que sea válida la postulación, en el rango de experiencia laboral indica que en orden cronológico y con fechas exactas se indique los cargos que desempeñó el aspirante con posterioridad a la obtención del título de abogado, lo que sin lugar a dudas genera una expectativa que solo las personas que son profesionales del derecho son los únicos que pueden postularse al cargo para seleccionar la terna de Director Seccional, excluyendo las otras áreas académicas que se enuncian en el acuerdo.

Concluyó que la convocatoria en los numerales 4° y 5° vulnera el derecho a la igualdad de las personas que no son abogados, de acuerdo con lo que se refleja en el formato único de hoja de vida, expedido por la Rama Judicial. 

1.4. Petición de amparo constitucional 

A título de amparo se incoaron las siguientes pretensiones:

“PRIMERO: Que sea modificada el formato único de diligenciamiento de hoja de vida en su numeral 4 (EXPERIENCIA LABORAL), el cual es dispuesto por la Rama Judicial en su portal web, que la misma no conlleve a error a los aspirantes que no sean profesionales en derecho. 

SEGUNDO: Que la Rama Judicial publique resolución mediante el cual modifique el formato de hoja de hoja de vida y que dicha resolución sea publicada en la página web, con las garantías de transparencia y publicidad que garantice el acceso de todas las personas que se quieran postular a la terna para escoger el cargo de director seccional de administración judicial.

TERCERO: Que hasta tanto no sea resuelto todo lo anterior, se indique la fecha de cierre de postulación para los aspirantes a la terna de director seccional de administración judicial, estos es para garantizar los principios fundamentales de igualdad, moralidad, eficacia, economía, imparcialidad, transparencia, celeridad y publicidad.”

1.5. Trámite 

Por auto de 25 de octubre de 2018, el Consejero ponente admitió la tutela, negó la medida cautelar de suspensión provisional solicitada por el actor y ordenó notificar al Presidente del Consejo Superior de la Judicatura, para que rindiera informe sobre los hechos y argumentos de la tutela y certifique si el señor Nerio Alexander Bastidas Padilla participó en la convocatoria pública en cuestión.

Igualmente, ordenó a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura que publique por el término de 3 días la providencia que admitió la acción de tutela
.

1.6. Contestaciones

1.6.1. Dirección Ejecutiva de Administración Judicial

Por intermedio de la abogada de la División de Procesos de la Unidad de Asistencia Legal de la entidad se presente el informe en que se puso de presente que el señor Nerio Alexander Bastidas Padilla presentó otra acción de tutela para obtener el amparo de sus derechos fundamentales al trabajo, a la igualdad y al debido proceso por los mismos hechos y las mismas pretensiones ante la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Laboral – que se tramita con el radicado 11001-02-30000-2018-00542-00, Magistrado Ponente: Rigoberto Echeverri Bueno y conforme con lo previsto en el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, en este caso se evidencia que existe temeridad sin motivo expresamente justificado.

Para corroborar lo anterior allegó copia de la demanda de tutela y del auto admisorio proferido por la Corte Suprema de Justicia el 23 de octubre de 2018.

2. CONSIDERACIONES DE LA SALA

2.1. Competencia

Esta Sala es competente para conocer de la acción tutela instaurada por el señor Daniel Mauricio Fernández Ortiz, de conformidad con lo establecido en el Decreto 2591 de 1991, el Decreto 1069 de 2015, modificado por el Decreto 1983 de 2017 y el Acuerdo 55 de 2003 de la Sala Plena del Consejo de Estado.

2.2. Problema jurídico 

De acuerdo con los antecedentes, corresponde a la Sala establecer si, el señor Nerio Alexander Bastidas Padilla incurrió en una actuación temeraria con la presentación de la acción de tutela interpuesta contra el Consejo Superior de la Judicatura y la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial ante la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Laboral que se tramita con el radicado 11001-02-30000-2018-800543-00 o si en la presente acción de tutela se configura la cosa juzgada.

Para resolver este problema, se analizarán los siguientes aspectos: (i) las generalidades de la acción de tutela; (ii) la temeridad y la cosa juzgada en las acciones de tutela y (iii) análisis del caso concreto.

2.3.  Generalidades de la acción de tutela

El artículo 86 de la Constitución Política consagra la tutela como un mecanismo judicial encaminado a la protección de los derechos fundamentales constitucionales cuando éstos se vulneren o amenacen por la acción o la omisión de las autoridades públicas o por particulares en algunos casos especiales, instrumento de defensa que se caracteriza por su trámite preferente, su residualidad y subsidiariedad.

Lo anterior por cuanto, de conformidad con el precepto superior que la consagra y en lo que se reitera en el artículo 6° del Decreto 2591 de 1991 que la reglamenta, el ejercicio de la tutela no es absoluto. Está limitado por las causales de improcedencia, en especial la que establece que no es viable cuando existan otros mecanismos judiciales de defensa. 

2.4. Temeridad y cosa juzgada en las acciones de tutela

El artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, establece: 

“ACTUACIÓN TEMERARIA. Cuando, sin motivo expresamente justificado, la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes. 

El abogado que promoviere la presentación de varias acciones de tutela respecto de los mismos hechos y derechos, será sancionado con la suspensión de la tarjeta profesional al menos por dos años. En caso de reincidencia, se le cancelará su tarjeta profesional, sin perjuicio de las demás sanciones a que haya lugar.”  (Se resalta)
La temeridad se configura, entonces, cuando concurren los siguientes elementos: (i) identidad fáctica en relación con otra acción de tutela; (ii) identidad del demandante, en tanto la segunda petición de amparo se presenta por parte de la misma persona o su representante; (iii) identidad del sujeto accionado; y (iv) falta de justificación para interponer la nueva acción
.

De esta manera, la figura mencionada es una utilización impropia de la acción de tutela, al respecto, la Corte Constitucional ha considerado
:

"La jurisprudencia constitucional ha estimado que la actuación temeraria es aquella que vulnera el principio de buena fe, asumiendo una actitud indebida para satisfacer un interés individual a toda costa y que expresa un abuso del derecho cuando deliberadamente y sin tener razón se instaura nuevamente una acción de tutela.

Teniendo en cuenta que la buena fe se presume en toda actuación de los particulares ante las autoridades públicas, la temeridad es una circunstancia que debe ser valorada cuidadosamente por los jueces para prevenir decisiones injustas. En otras palabras, la conducta temeraria debe encontrarse plenamente acreditada y no puede ser inferida de la simple improcedencia de la tutela o revisando circunstancias meramente formales. Tal conducta requiere de un examen minucioso de la pretensión de amparo,  de los hechos  en que se funda y del acervo probatorio que repose en el proceso.”

Igualmente, el máximo Tribunal Constitucional, en lo referente a los conceptos de cosa juzgada y temeridad, ha precisado: 

“El precedente constitucional ha comprendido la temeridad de dos formas, por una parte la concepción por la que está solo puede configurarse si el accionante actúa de mala fe, por otra, la interpretación literal del citado artículo 38 bajo la cual no se requiere tal elemento para su consolidación, en consecuencia solo se necesita que el accionante presente varias veces una demanda de tutela por los mismos hechos sin justificación alguna. No obstante, esta Corte ante tal ambivalencia concluyó, que la improcedencia de una acción de amparo por temeridad debe presentarse por el actuar doloso y de mala fe del peticionario, toda vez que supone una restricción legitima al derecho fundamental que implica el ejercicio de la acción de tutela. La temeridad se configura cuando concurren los siguientes elementos: “(i) [i]dentidad de partes; (ii) identidad de hechos; (iii) identidad de pretensiones”; y (iv) la ausencia de justificación en la presentación de la nueva demanda, vinculada a un actuar doloso y de mala fe por parte del libelista. 

Así mismo, la jurisprudencia constitucional precisó que el juez es el encargado de establecer en cada caso concreto la existencia o no de la temeridad. La Sala precisa que en los procesos de tutela, en los eventos en que un mismo asunto presenta sucesivas o múltiples solicitudes de amparo,  puede suceder las siguientes situaciones: i) que exista cosa juzgada y temeridad, por ejemplo en las circunstancias en que se interpone una acción de tutela sobre un asunto decidido previamente en otro proceso de igual naturaleza, sin que existan razones que justifiquen la nueva solicitud; ii) otras en las que haya cosa juzgada, pero no temeridad, acaece como caso típico, cuando de buena fe se interpone una segunda tutela debido a la convicción fundada que sobre la materia no ha operado el fenómeno de la cosa juzgada, acompañada de una expresa manifestación en la demanda de la existencia previa de un recurso de amparo; y iii) los casos en los cuales se configure únicamente temeridad,  una muestra de ello acontece en la presentación simultánea de mala fe de dos o más solicitudes de tutela que presentan la triple identidad a la que se ha aludido, sin que ninguna haya  hecho tránsito a cosa juzgada”
. (Subrayado y negrilla por fuera del texto)

Adicional a lo anterior, desde el punto de vista teórico, la cosa juzgada tiene una función positiva y otra negativa. La primera, referida a su propósito de dotar de seguridad a las relaciones jurídicas y al ordenamiento jurídico en general; y, la segunda, en razón a que prohíbe a la autoridad judicial conocer, tramitar y fallar sobre lo ya resuelto.

Es de anotar que la cosa juzgada no opera de forma automática ni con el simple hecho de manifestar que en determinado caso aquella acaeció, sino que se impone al juez cerciorarse de que, en efecto, se configuran todos los elementos que dan lugar a esta figura.

Para que obre la cosa juzgada, según el artículo 303 del Código General del Proceso, aplicable al caso por las remisiones contenidas en los artículos 30 de la Ley 393 de 1997 y 306 del CPACA, se requiere:
i. Que se adelante un nuevo proceso con posterioridad a la ejecutoria de la sentencia dictada.

ii. Que ese nuevo proceso sea entre unas mismas partes.
iii. Que el nuevo proceso verse sobre un mismo objeto, entendiéndose como tal a las declaraciones que se reclaman de la justicia.
 En este sentido el profesor Devis Echandía sostiene que “el objeto del proceso lo constituye el derecho reconocido, declarado o modificado por la sentencia, en relación con una cosa o varias cosas determinadas o la relación jurídica declarada según el caso”.

Es de anotar que por objeto no solo se entienden las pretensiones, sino que también se hace necesario analizar los hechos, para confrontarlos con los del nuevo proceso, y lo decidido en la sentencia, a fin de precisar si existe o no identidad.

iv. Que el nuevo proceso se adelante por la misma causa (causa petendi) que originó el anterior, entendiendo causa como las razones o motivos por los cuales el ciudadano se ve compelido a solicitar el cumplimiento de una norma con fuerza de ley o de un acto administrativo.
Conforme a los parámetros expuestos en líneas precedentes la Sala procederá al estudio del caso de la referencia.

2.5. Caso concreto 

Corresponde a esta Sección determinar si en el sub examine concurren los requisitos que configuran el fenómeno de la temeridad o la cosa juzgada, conforme al marco normativo y jurisprudencial antes expuesto, toda vez que el actor presentó el 18 de octubre de 2018, ante la ante la Corte Suprema de Justicia otra acción de tutela, que se tramita con el radicado 11001-02-30000-2018-00543-00, en contra de la Nación – Rama Judicial, Consejo Superior de la Judicatura y la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial.

La acción de tutela presentada ante la Corte Suprema de Justicia se admitió el 23 de octubre de 2018 y al consultar el sistema de información judicial de la Rama Judicial se pudo evidenciar que en ese asunto se profirió sentencia que negó las pretensiones de la demanda el 31 de octubre de 2018 y se notificó al interesado el 19 de noviembre siguiente.

Tal y como ya se dijo la parte actora presentó por segunda vez la misma acción de tutela, lo cual se corrobora así:

	PROCESO CON RADICADO

11001-03-15-000-2018-03919-00

(Consejo de Estado)
	PROCESO CON RADICADO

11001-023-0000-2018-00543-00

(Corte Suprema de Justicia)

	Accionante

	NERIO ALEXANDER BATIDAS PADILLA
	NERIO ALEXANDER BATIDAS PADILLA

	Accionado

	La Nación  - Rama Judicial – Consejo Superior de la Judicatura – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial
	La Nación  - Rama Judicial – Consejo Superior de la Judicatura – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial

	Derechos invocados

	Trabajo, igualdad y debido proceso.
	Trabajo, igualdad y debido proceso.

	Situación fáctica y pretensiones

	Al revisar el escrito de la demanda de tutela se corrobora que la situación fáctica es idéntica a la presentada ante la Corte Suprema de Justicia.

Las pretensiones son las siguientes: 

“PRIMERO: Que sea modificada el formato único de diligenciamiento de hoja de vida en su numeral 4 (EXPERIENCIA LABORAL), el cual es dispuesto por la Rama Judicial en su portal web, que la misma no conlleve a error a los aspirantes que no sean profesionales en derecho. 

SEGUNDO: Que la Rama Judicial publique resolución mediante el cual modifique el formato de hoja de hoja de vida y que dicha resolución sea publicada en la página web, con las garantías de transparencia y publicidad que garantice el acceso de todas las personas que se quieran postular a la terna para escoger el cargo de director seccional de administración judicial.

TERCERO: Que hasta tanto no sea resuelto todo lo anterior, se indique la fecha de cierre de postulación para los aspirantes a la terna de director seccional de administración judicial, estos es para garantizar los principios fundamentales de igualdad, moralidad, eficacia, economía, imparcialidad, transparencia, celeridad y publicidad.”


	Al revisar el escrito de la demanda de tutela se corrobora que la situación fáctica es idéntica a la presentada ante el Consejo de Estado.

Las pretensiones son las siguientes: 

“PRIMERO: Que sea modificada el formato único de diligenciamiento de hoja de vida en su numeral 4 (EXPERIENCIA LABORAL), el cual es dispuesto por la Rama Judicial en su portal web, que la misma no conlleve a error a los aspirantes que no sean profesionales en derecho. 

SEGUNDO: Que la Rama Judicial publique resolución mediante el cual modifique el formato de hoja de hoja de vida y que dicha resolución sea publicada en la página web, con las garantías de transparencia y publicidad que garantice el acceso de todas las personas que se quieran postular a la terna para escoger el cargo de director seccional de administración judicial.

TERCERO: Que hasta tanto no sea resuelto todo lo anterior, se indique la fecha de cierre de postulación para los aspirantes a la terna de director seccional de administración judicial, estos es para garantizar los principios fundamentales de igualdad, moralidad, eficacia, economía, imparcialidad, transparencia, celeridad y publicidad.”




En ese orden, la Sala encuentra que en este caso existe:

(i) Identidad fáctica en relación con la acción de tutela presentada previamente: Los hechos en que se fundamentaron ambas tutelas, son idénticos, pues en las dos se alega la presunta vulneración de los derechos fundamentales del actor como consecuencia de la convocatoria contenida en el acto administrativo que expidió el Consejo Superior de la Judicatura mediante Acuerdo PCSJA18-11118.

En relación con los derechos fundamentales invocados también existe identidad, pues, en ambas acciones se pretende el amparo del derecho al trabajo, la igualdad y el debido proceso, en atención a que de acuerdo con el formato único de la hoja de vida expedido por la Rama Judicial se excluyen las personas que no son abogados. 

ii) Identidad de demandante, en cuanto la otra acción de tutela fue presentada por parte de la misma persona: Hay identidad también sobre este punto, pues ambas fueron presentadas por el señor Nerio Alexander Bastidas Padilla.

(ii) Identidad del sujeto accionado: Las acciones de tutela que se comparan, fueron presentadas en uno y otro caso contra La Nación – Rama Judicial – Consejo Superior de la Judicatura – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial.

(iii) Falta de justificación para interponer la nueva acción: el tutelante no sustentó las razones por las cuales presentó una nueva petición de amparo.
En consecuencia, en el presente asunto opera la cosa juzgada respecto del proceso adelantado por la Corte Suprema de Justicia con radicado núm. 11001-023-0000-2018-00543-00, toda vez que coexisten la identidad de partes de causa y objeto, además hay identidad de pretensiones y como ya se expuso en dicho proceso ya se profirió una decisión al respecto.

En ese orden, al configurarse el fenómeno de la cosa juzgada, y en aras de conservar el fin constitucional y jurisprudencial de la acción de tutela como mecanismo extraordinario, preferente, breve y sumario; se pasa a estudiar si en esta acción de tutela hay lugar a la figura de la temeridad en los términos del artículo 38 de Decreto 2591 de 1991, que establece; “Cuando sin motivo expresamente justificado la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán favorablemente todas las solicitudes”

Al respecto, la Corte Constitucional ha manifestado:

“el juez es el encargado de establecer en cada caso concreto la existencia o no de la temeridad. La Sala precisa que en los procesos de tutela, en los eventos en que un mismo asunto presenta sucesivas o múltiples solicitudes de amparo, puede suceder las siguientes situaciones: i) que exista cosa juzgada y temeridad, por ejemplo en las circunstancias en que se interpone una acción de tutela sobre un asunto decidido previamente en otro proceso de la igual naturaleza, sin que existan razones que justifiquen la nueva solicitud; ii) otras en las que haya cosa juzgada, pero no temeridad, acaece como caso típico, cuando de buena fe se interpone una segunda tutela debido a la convicción fundada que sobre la materia no ha operado el fenómeno de cosa juzgada, acompañada de una expresa manifestación en la demanda de la existencia previa de un recurso de amparo; y iii) los casos en los cuales se configure únicamente temeridad, una muestra de ello acontece en la presentación simultánea de mala fe de dos o más solicitudes de tutela que presentan la triple identidad a la que se ha acudido, sin que ninguna haya hecho tránsito a cosa juzgada”
 . (Subrayado fuera de texto)

En síntesis, tal como se mencionó en el acápite anterior, la temeridad se configura, cuando concurren los siguientes elementos: (i) identidad fáctica en relación con otra acción de tutela; (ii) identidad del demandante, en tanto la segunda petición de amparo se presenta por parte de la misma persona o su representante; (iii) identidad del sujeto accionado; y (iv) falta de justificación para interponer la nueva acción.

No obstante, lo anterior, en el presente caso no es posible calificar la mala fe por parte del accionante, teniendo en cuenta que en la presente acción de tutela se manifestó en el acápite de declaración juramentada que obra a folio 3 reverso del escrito de tutela que “Bajo la gravedad del juramento declaro que he interpuesto tutela similar a la que estoy presentando, contra los accionantes arriba mencionados. Por motivos y circunstancias similares que se describen en el presente escrito de tutela, Art. 37 decreto 2591 del 91.” denotando con ello una falta de conciencia en relación con la configuración de la figura de la cosa juzgada en su caso.
2.6. Conclusión

La Sala considera que en el asunto bajo examen no puede calificase como temerario el actuar del señor Nerio Alexander Bastidas Padilla. No obstante lo anterior, se declarará la cosa juzgada constitucional frente la acción de tutela conforme a los argumentos expuestos. 
3. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Sección Quinta del Consejo de Estado, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA:

PRIMERO: DECLARAR la cosa juzgada de la acción de tutela presentada por el señor Nerio Alexander Bastidas Padilla, por las razones expuestas en esta providencia.

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes e intervinientes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Si no fuese impugnado este fallo, REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión al día siguiente de la ejecutoria (art. 31 del Decreto 2591 de 1991).
Esta providencia fue estudiada y aprobada por la Sala en sesión de la fecha.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Presidente

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Consejera

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO           

Consejero

ALBERTO YEPES BARREIRO

Consejero
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� A folios 12 y 14 del expediente, obran las notificaciones enviadas por la Secretaría General del Consejo de Estado a los correos electrónicos de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y a la Rama Judicial.


� T-883 de agosto 9 de 2001, M. P. Eduardo Montealegre Lynett.


� Sentencia T-547 de 2011, M.P. Nilson Pinilla Pinilla.


� Corte Constitucional. Sentencia T-053 de 2012, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.


� Corte Constitucional Sentencia C-774 de 2001.


� Aunque no está expresamente contenido en el texto del artículo 303 del C.G.P el tratadista Hernán Fabio López Blanco lo cita como tal.


� López Blanco, Ob. Cit. 2012. Pág. 667


� Devis Echandia citado en Lope Blanco, Ob. Cit. 2012. Pág. 667


� López Blanco, Ob. Cit. 2012. Pág. 668


� Corte Constitucional. Sentencia T-053 de 2012, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva





